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DECLARACIÓN DE LA AGRUPACIÓN “GLOBAL UNIONS”/ CES/ CMT
 

 SOBRE LAS NEGOCIACIONES DEL AGCS 


El comercio de servicios representa una parte importante de la producción total en todo el mundo y emplea a cientos de millones de trabajadores. Uno de los objetivos esenciales de un incremento en el comercio de servicios sería aportar beneficios a los usuarios de dichos servicios y a aquellos empleados en este sector, así como en otros sectores. No obstante, crecen los temores de que las actuales negociaciones en torno al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) pudieran amenazar el acceso a servicios públicos esenciales, así como a otros servicios de interés general para gran parte de la población mundial. Estos servicios resultan demasiado cruciales para el bienestar humano como para quedar sujetos a la competencia del sector privado según la disciplina de la OMC. La agrupación “Global Unions” (Sindicatos Mundiales), la CMT y la CES hacen por tanto un llamamiento a la acción en relación con las siguientes áreas:

1. Todas las partes de las actuales negociaciones sobre AGCS deben dejar absolutamente claro que los servicios públicos (principalmente la educación, la sanidad y los servicios esenciales) inclusive a los niveles sub-nacionales de gobierno, y las actividades del sector de servicios socialmente benéficas no han de ser objeto de negociación. Esto implicaría que las partes se abstendrán de pedir a otros gobiernos que abran estos sectores. Para garantizar que siga siendo el caso, la próxima Conferencia de la OMC deberá enmendar los términos del AGCS para excluir formalmente dichos sectores de cualquier futura negociación del AGCS.  

2. Los acuerdos de la OMC no deben vulnerar la capacidad de los gobiernos para aplicar regulaciones, legislación y otras medidas nacionales destinadas a salvaguardar los intereses públicos. No obstante, según el actual reglamento de la OMC, tales medidas podrían ser refutadas en la OMC si se percibe que constituyan una forma de discriminación comercial. Convendría por tanto que se haga referencia explícita a la primacía de las preocupaciones sociales y medioambientales sobre el principio de ‘libre comercio’, además de revisar a fondo o incluso eliminar la ‘prueba de necesidad’ sobre las regulaciones, a fin de garantizar que todos los miembros de la OMC tengan total libertad para aplicar medidas regulatorias nacionales sin que puedan ser cuestionadas en el marco del mecanismo de solución de diferencias de la OMC. 

3. No puede obligarse a los países a privatizar los servicios públicos contra su voluntad. Los países que se comprometan a abrir sus sectores de servicios en el marco del AGCS deberán poder en el futuro optar por aumentar el papel del sector público en estos sectores, sin correr el riesgo de una reclamación como parte del mecanismo de solución de diferencias de la OMC, ni la necesidad de ofrecer algún otro sector de servicios en compensación. El AGCS debería incorporar una cláusula explícita eximiendo a los compromisos del AGCS del mecanismo de solución de diferencias de la OMC en todos los casos que involucren al sector público, de manera que los proveedores exteriores de estos servicios no puedan intentar hacer uso de las disciplinas de la OMC como herramienta para mantener su acceso a los mercados. Además, las negociaciones del AGCS tendrían que incluir la posibilidad de solicitar medidas temporales de salvaguardia para evitar el colapso de la industria doméstica (como existe ya en GATT). De manera más general, el principio de ‘cierre’ cuyo efecto es que cualquier compromiso de abrir los servicios al mercado sea ‘irreversible’ no debería aplicarse cuando la liberalización del mercado de servicios ha traído consigo graves efectos socio-económicos adversos para el país y sus habitantes.
4. El Artículo I.3 (b) del AGCS deberá esclarecerse para dejar totalmente claro que el “ejercicio de facultades gubernamentales” permita a los miembros de la OMC excluir la competición de los servicios públicos y de interés general, sin arriesgarse a una reclamación legal.

5. Los miembros de la OMC no deberán abrir otros servicios públicos a la liberalización del comercio internacional:- cuando esto crease un problema de inseguridad en el suministro de los servicios en cuestión; cuando afectase negativamente el suministro de servicios a regiones, sectores o grupos de población desfavorecidos; o cuando pudiera reducir la financiación estatal para otros servicios (afectando por ejemplo el principio de los subsidios cruzados). Los miembros no deberían presentar solicitudes de apertura de mercados cuando ello conlleve efectos socialmente indeseables de esta naturaleza.

6. El Artículo XIX del AGCS estipula, para cada ronda de negociaciones, “una evaluación del comercio de servicios, de carácter general y sectorial”. Dicha evaluación nunca se ha realizado. Convendría por tanto realizar urgentemente una evaluación completa del impacto social, medioambiental y económico de las negociaciones del AGCS. Las agencias especializadas de las Naciones Unidas relevantes, incluyendo la OIT, deberían participar en dicha evaluación, junto con las organizaciones sindicales y otras organizaciones representativas. 

7. En cuanto al “Modo 3” del AGCS sobre ‘presencia comercial’ (es decir, inversiones), las negociaciones del AGCS deberían:- asegurarse de que se tengan plenamente en cuenta los intereses de los países en vías de desarrollo; omitir cualquier disposición que permita a los inversores contestar medidas impositivas y reguladoras; excluir disposiciones de disputa inversor-estado; incluir aranceles a las empresas; permitir la imposición de requisitos de realización, especialmente en lo que respecta a las disposiciones del mercado laboral; asegurarse que las inversiones extranjeras (y los incentivos para atraerlas) no quebranten las normas fundamentales del trabajo o la protección medioambiental; e incluir referencias vinculantes a la Declaración Tripartita de Principios de la OIT sobre Empresas Multinacionales y Política Social y a las Directrices revisadas de la OCDE para Empresas Multinacionales. 

8. Con respecto al “Modo 4” (movimiento temporal de personas físicas a través de las fronteras), las negociaciones deberán garantizar:- la protección de los trabajadores migrantes frente a cualquier forma de discriminación, y el pago de sus contribuciones a la seguridad social y otros sistemas de seguros; el respeto de las normas internacionales del trabajo y de la legislación laboral nacional; el respeto de los convenios colectivos en vigor para los sectores en cuestión; y la plena participación de la OIT. 
9. Por último, las negociaciones del AGCS revisten demasiada importancia para el interés público como para estar sujetas a condiciones de secreto y sin involucrar a representantes parlamentarios e interlocutores sociales. Para lograr un máximo de transparencia y participación democrática, los miembros de la OMC deberían publicar tras la fecha límite de presentación, las “solicitudes” de acceso que tienen previsto presentar en relación con otros miembros de la OMC. En el tiempo que queda hasta marzo de 2003, todos los miembros de la OMC deberían tomar parte en un proceso democrático de diálogo con respecto a las “ofertas” que piensan presentar, publicando tras esa fecha todas las listas de ofertas. 
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� 	Esta declaración fue adoptada por la Agrupación “GLOBAL UNIONS” – que incluye a la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres (CIOSL), las Federaciones Sindicales Internacionales (FSI) y el Comité Sindical Consultivo ante la OCDE (TUAC); la CONFEDERACIÓN EUROPEA DE SINDICATOS (CES); y la CONFEDERACIÓN MUNDIAL DEL TRABAJO (CMT).   








